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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto  por la que se  adiciona un párrafo a la fracción VII del Artículo 71 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En la que se propone establecer que las acciones de inconstitucionalidad se ejercitarán contra las leyes, normas y actos señalados en la ley, siempre que revistan validez o afectación general para el total de la población en cada ámbito de aplicación, y de acuerdo a la jurisprudencia en la materia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura de la Iniciativa: 20 de Septiembre de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el diputado Jesús De León Tello, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se  adiciona un párrafo a la fracción VII del artículo 71 de la Ley de Justicia Constitucional Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Con base en la siguiente:

Exposición de motivos

La acción de inconstitucionalidad, de acuerdo a la Ley de Justicia Constitucional Local, se ejerce contra:

Artículo 71. Diversos tipos de acciones de inconstitucionalidad. Por el ejercicio de la acción genérica de inconstitucionalidad, puede reclamarse:

I.
La incompetencia legislativa, cuando el Congreso del Estado apruebe leyes, decretos o acuerdos de validez general, o los Ayuntamientos emitan bandos de policía y de gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, o cualquier otra autoridad en ejercicio de su facultad legislativa o reglamentaria expida normas fuera de los límites de su esfera material o territorial de competencia.

La extralimitación en que incurran estos órganos, cuando pretendan modificar la Constitución del Estado mediante disposiciones ordinarias, será considerada como un caso de incompetencia por razón de la materia.

II.
La violación de leyes constitucionales, sea formal o material, cuando las normas que se confrontan, violen el procedimiento legislativo previsto en la Constitución del Estado o en sus leyes reglamentarias para emitirlas válidamente.

III.
El exceso de poder, cuando con una disposición ordinaria se usurpan funciones reservadas por la Constitución del Estado al Poder Ejecutivo, al Poder Judicial, a los Ayuntamientos, organismos públicos autónomos u otra entidad; así como en aquellos casos en que exista divergencia entre la finalidad en la que los ordenamientos de observancia general debieron inspirarse según la propia Constitución, y los motivos que efectivamente impulsaron al Poder Legislativo a formular las leyes, decretos o acuerdos de validez general, o a los Ayuntamientos a aprobar los bandos de policía y de gobierno, los reglamentos y las disposiciones administrativas de observancia general cuya constitucionalidad se cuestiona.

IV.
La inconstitucionalidad por norma constitucional intangible de acuerdo al estado humanista, social y democrático de derecho.

V.
La inconstitucionalidad por omisión, cuando la Constitución del Estado resulta incumplida por falta de las disposiciones de carácter general necesarias para hacer aplicables sus preceptos.

VI.
El control previo de constitucionalidad de leyes, cuando el Gobernador del Estado que hubiere vetado una ley aprobada por el Congreso Local, solicita opinión sobre su validez al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

VII.
Cualquiera otra forma en que la inconstitucionalidad pueda manifestarse.

En los hechos y en la vida práctica, es requisito esencial que la acción de inconstitucionalidad se enderece contra actos como los señalados, siempre que, materialmente, produzcan una afectación general. 

El concepto y alcances de lo que es afectación general, a simple vista entendible, resulta complejo a la hora de que el accionante y el juzgador confrontan sus visiones y realizan, cada uno, su propia interpretación del acto que los agravia y las consideraciones que los llevan a determinar si existe  no tal afectación de carácter general o alcance general.

En la Constitución Política del Estado de Coahuila, hallamos lo siguiente en cuanto a la naturaleza y alcances de la acción de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la versión desarrollada en la Ley de Justicia Constitucional local ya mencionada:

Artículo 158. La Justicia Constitucional Local se erige dentro del régimen interior del Estado, como un medio de control para mantener la eficacia y la actualización democrática de esta Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional. 

…..

3. Procederán contra:

a)
Las leyes, decretos o puntos de acuerdos que apruebe el Congreso del Estado o la Diputación Permanente.

b)
Los reglamentos, acuerdos, decretos y demás normas administrativas de carácter general expedidas por el poder Ejecutivo, organismos públicos autónomos y demás entidades públicas con facultad reglamentaria.

c)
Los bandos de policía y de gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general, expedidas por los Ayuntamientos o Concejos Municipales.

d)
Las normas de carácter general que expidan los organismos públicos autónomos.

e)
Las demás normas de carácter general, salvo las que dicte el Pleno del Tribunal Superior de Justicia.

f)
La omisión normativa consistente en la falta de regulación legislativa o reglamentaria.

Sin embargo, en los hechos, cuando se han planteado acciones de inconstitucionalidad locales en contra de actos como los señalados en los incisos a) y b) del artículo antes citado, es común que el Tribunal Constitucional del Estado, y en su caso, o en casos similares en el ámbito federal, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sobresean estas acciones, alegando que no se trata de una “ley o norma” de carácter general”.

Para fortalecer lo mencionado en el párrafo anterior, resulta oportuno citar los siguientes criterios de la Suprema Corte de Justicia de nuestro país:

	Tesis: P./J. 24/99 
	Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
	Novena Época 
	194259        130 de 146 

	PLENO 
	Tomo IX, Abril de 1999 
	Pag. 251 
	Jurisprudencia(Constitucional) 


[J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo IX, Abril de 1999; Pág. 251 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES IMPROCEDENTE PARA RECLAMAR EL DECRETO DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DEL DISTRITO FEDERAL PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 1998, POR NO TENER EL CARÁCTER DE NORMA GENERAL.

Por "Ley del Presupuesto" se entiende el conjunto de disposiciones legales que regulan la obtención, administración y aplicación de los ingresos del Estado, otorgando competencias y estableciendo derechos y obligaciones para la administración pública y para los particulares. Por "Presupuesto de Egresos" se entiende el decreto que contempla y autoriza las erogaciones necesarias para la realización de las actividades, obras y servicios públicos durante un periodo determinado. El "Decreto del Presupuesto de Egresos" constituye un acto de aplicación de la "Ley del Presupuesto", en cuanto autoriza al Poder Ejecutivo a efectuar la inversión de los fondos públicos; empero, no es el decreto el que otorga competencias o establece derechos y obligaciones, pues éstos ya están previstos en la ley que se aplica. En el ámbito del Distrito Federal, la distinción entre "Ley del Presupuesto" y "Presupuesto de Egresos" está expresamente contemplada tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal. De esta manera, a diferencia de lo que sucede con la Ley de Ingresos, la Constitución, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y la Ley Orgánica de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, no otorgan el carácter de ley al Presupuesto de Egresos; en cambio, la "Ley del Presupuesto del Distrito Federal", esto es, las disposiciones conducentes del Código Financiero del Distrito Federal, le dan expresamente el carácter de decreto. Es relevante señalar que el multicitado decreto contiene algunas disposiciones que pudieran estimarse como normas de carácter general, porque aparentemente otorgan competencias; sin embargo, en realidad únicamente se limitan a reiterar, y en ocasiones de manera expresa, las que ya están otorgadas en las leyes respectivas. Por otra parte, el Presupuesto de Egresos del Distrito Federal, en cuanto a su aspecto material, tiene el carácter de un acto administrativo y no de una ley; es decir, no participa de la generalidad, como característica esencial de ésta. Por lo tanto, la acción de inconstitucionalidad que se promueva en su contra resulta improcedente.

	Tesis: P./J. 22/99 
	Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
	Novena Época 
	194283        135 de 146 

	PLENO 
	Tomo IX, Abril de 1999 
	Pag. 257 
	Jurisprudencia(Constitucional) 


[J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo IX, Abril de 1999; Pág. 257 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SÓLO PROCEDE CONTRA NORMAS GENERALES QUE TENGAN EL CARÁCTER DE LEYES O DE TRATADOS INTERNACIONALES.

Del análisis y la interpretación de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que: a) Si las acciones de inconstitucionalidad tienen por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución, entonces sólo son procedentes contra normas de carácter general; b) En el propio precepto se habla sólo de leyes y tratados internacionales entendidos como normas de carácter general. Consecuentemente, las acciones de inconstitucionalidad proceden contra normas de carácter general, pero no contra cualquiera de éstas, sino sólo contra aquellas que tengan el carácter de leyes, o bien, de tratados internacionales. En iguales términos, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, tratándose de acciones de inconstitucionalidad, se refiere únicamente a normas generales, leyes y tratados internacionales; por lo tanto, también debe concluirse que prevé la procedencia de las acciones de inconstitucionalidad exclusivamente en contra de esas normas. La intención del Constituyente Permanente, al establecer las acciones de inconstitucionalidad, fue la de instituir un procedimiento mediante el cual se pudiera confrontar una norma de carácter general con la Constitución y que la sentencia que se dictara tuviera efectos generales, a diferencia de lo que sucede con el juicio de amparo, en el que la sentencia sólo tiene efectos para las partes. No puede aceptarse su procedencia contra normas diversas, ya que en tales casos, por la propia naturaleza del acto combatido, la sentencia no tiene efectos generales, sino relativos. Por ello, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 59 y 19, fracción VIII, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 1o. de la misma ley y con la fracción II del artículo 105 constitucional, las acciones de inconstitucionalidad sólo son procedentes contra normas de carácter general, es decir leyes o tratados, y son improcedentes en contra de actos que no tengan tal carácter.

Si bien el legislador local estimó necesario introducir un régimen excepcional, tanto en la Constitución coahuilense como en la ley de Justicia Constitucional Local, y que diversos actos de autoridad y documentos legales pudiesen tener el carácter de norma general o equivalente, para ser tratados como acción de inconstitucionalidad en el ámbito de competencia y jurisdicción del Tribunal Superior de Justicia del Estado, lo cierto es que en los juicios suelen resolver los magistrados locales apelando a criterios federales como los ya expuestos, desechando las acciones cuando no reúnen los elementos ya mencionados (norma general o de afectación general), o contravengan una disposición constitucional federal.

Es así que estimamos necesario el ajustar el artículo 71, adicionando un párrafo en su fracción final, que evite la creencia de que todo acto de autoridad o texto normativo puede ser combatido por vía de la acción de inconstitucionalidad, aunque no reúna las características multicitadas.

En el ámbito jurídico se considera que una norma es general cuando:

Significa expresar que la conducta que ella ordena se impone a un número indeterminado de personas y de casos.

Por ende, es esencial, que el acto que genera la acción de inconstitucionalidad cumpla con la premisa antes mencionada.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se adiciona un párrafo a la fracción VII del Artículo 71 de la Ley de Justicia Constitucional local para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 71. ….

I a la VI….

VII. Párrafo primero……

Las acciones de inconstitucionalidad se ejercitarán contra las leyes, normas y actos señalados en el presente artículo, siempre que revistan validez o afectación general para el total de la población en cada ámbito de aplicación, y de acuerdo a la jurisprudencia en la materia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

…….

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  a  20 de septiembre de 2016

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEREROSA Y ORDENADA Y UNA VIDA Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSE RICARDO LUJAMBIO IRAZABAL”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. YOLANDA O. ACUÑA CONTRERAS

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
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